
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA Nº 21 DE VALENCIA

Procedimiento: Procedimiento Ordinario [ORD] - 000376/2022-6T

De: D/ña. 
Procurador/a Sr/a. 
Abogado/a Sr/. GOMEZ FERNANDEZ, JOSE CARLOS
Contra: D/ña. SERVICIOS FINANCIEROS CARREFOUR EFC SA
Procurador/a Sr/a. 
Abogado/a Sr/a. 

SENTENCIA    N  º   111/2023  

En Valencia, a 19 de abril de 2023.

Vistos por la Ilma. Sra. Dña. ,
Magistrada-Juez del Juzgado de Prim e
Valencia  y  su  partido,  los  presentes  autos  de  juicio  ORDINARIO  Nº
376/2022, seguidos a instancia de DÑA. 

, representada por el procurador sr.  y asistida por el
l  sr.  Gómez  Fernández,  contra ad  SERVICIOS
FINANCIEROS CARREFOUR E.F.C. S.A., repre rocurador
sr.  y asistida por el letrado sr. , procede
dict e resolución, en atención a los s

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-Por el procurador sr. , en la representación
que tiene acreditada, se presentó dem cio ordinario, que fue
turnada a este Juzgado, y que se dirigía contra la indicada demandada,en
la que, basándose en los hechos que constan en la misma y que se dan
por reproducidos, y después de alegar los fundamentos que estimó de
aplicación,  terminó  solicitando  que,  previos  los  trámites  legales,  se
dictase sentencia en el sentido establecido en el suplico de su demanda.

SEGUNDO.-  Admitida  a  trámite  la  demanda,  se  emplazó  a  la
demandada para  que en el  término de se  personase y  la
contestase, presentando el procurador sr.  en representación
de  la  entidad  demandada  escrito  de  c oponiéndose  a  la
demanda,  solicitandoque,  previos  los  trámites  legales,  se  dictase
sentencia desestimando la demanda, con expresa imposición de costas a
la actora.

TERCERO.-Mediante D.O. se convocó a las partes a la  audiencia
previa. Abierto el acto,  se comprobó que el litigio subsiste entre ellas,



resolviendo las cuestiones procesales alegadas, por lo que cada parte se
pronunció  sobre  los  documentos  aportados  de  contrario,  en  virtud  del
artículo 427 de la LEC, tras lo cual se procedió a la fijación de los hechos
no existiendo conformidad de las partes por lo que se abrió el periodo de
proposición  de  prueba  en  base  al  artículo  429  de  la  LEC.  Una  vez
admitidas  las  pruebas  pertinentes  y  útiles,  siendo  la  única  prueba
propuesta, prueba documental, quedaron los autos vistos para Sentencia.

CUARTO.-En la tramitación de la presente causa se han observado,
en lo esencial, las prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-S Juicio  ordinario  por  la
representación de  en la que se solicita con
carácter principal,  ntrato por no superar el
doble filtro de transparencia y de forma subsidiaria acción de nulidad por
usura,  y  de  forma  subsidiaria  acción  de  nulidad  por  abusividad  de
condiciones generales de la contratación, con los efectos interesados. Y
ello, dado que en fecha 8 de enero de 1994, se ofreció al demandante la
contratación de la tarjeta de crédito de pago aplazado contrato de cuenta
permanente,  que  daba  acceso  a  una  línea  de  crédito,  contratación
realizada en el centro comercial Pryca, en el que una comercial le insistió
en que contratara la tarjeta, indicándole que podría financiar sus compras
con un interés muy bajo,  sin explicarle  las condiciones económicas,  ni
leerle el contrato; que el demandante convino un contrato de tarjeta de
crédito de pago aplazado y tipo revolvente; que en fecha 28 de julio de
2020  envió  una  reclamación  precia  al  servicio  de  atención  al  cliente,
mostrando su disconformidad y solicitando documentación de la relación
contractual; alega entre otras que el reglamento no está firmado, no se
entregó copia del contrato, los intereses no están en la parte principal
sino  que  tienen  un  tarto  secundario,  no  se  firmaron  las  condiciones
generales,  el  contrato  no  es  legible  en  su  totalidad,  y  ello  y  demás
circunstancias alegadas,  invoca provoca una falta de transparencia;  en
cuanto a la  usura la Tae del  contrato es del  29,08%, alegando que es
notablemente  superior  al  interés  normal  del  dinero,  y  por  último
declaración subsidiaria de abusividad de condiciones generales.

La parte demandada se opone a la demanda, alegando en síntesis
que la  referencia que debe ser tomada para valorar  si  se trata de un
préstamo usurario es la que corresponda a la categoría concretar en la
que deba encuadrarse el contrato objeto de enjuiciamiento, analizando los
tipos comparativos y en el caso de autos el tipo de interés no es usurario;
alega  que  la  tarjeta  pass  fue  solicitada  libremente  y  con  pleno
consentimiento por la  actora,  recogiendo el  contrato de forma clara el
funcionamiento  y  las  condiciones  económicas,  que  le  fue  explicado
verbalmente  con  claridad,  incluyendo  sus  características  esenciales  y



funcionamiento; por último alega que la cláusula discutida presenta una
redacción  clara,  concreta  y  sencilla,  detallando  claramente  el  tipo  de
interés aplicado, superando los controles de incorporación y transparencia
material.  Por  último,  alega  que  la  acción  de  restitución  se  encuentra
prescrita. 

SEGUNDO.-  Presentada demanda de Juicio Ordinario y  no siendo
controvertida la contratación en 1994 del denominado contrato de cuenta
permanente, por la parte demandante se ejercita con carácter principal
nulidad del contrato por no superación del doble filtro de transparencia.

A este respecto, resulta muy ilustrativa la Sentencia de la Audiencia
Provincial  de Santander,  secc.  2ª,  de 21 de diciembre de 2020,  en un
supuesto de una tarjeta de crédito revolving, como ocurre en el presente
caso, que parte de identificar las notas de dicha modalidad contractual en
los siguientes términos: “1. La Orden ETD/699/2020, de 24 de julio,  de
regulación  del  crédito  revolvente  -aunque  no  resulte  de  aplicación
temporal  al  supuesto  de  autos-  se  detiene  en  su  preámbulo  en  su
caracterización, y en esto nos sirve, al indicar que

<<El principal  elemento que los caracteriza es que el prestatario
puede disponer hasta el límite de crédito concedido sin tener que abonar
la totalidad de lo dispuesto a fin de mes o en un plazo determinado, sino
que el prestatario se limita a reembolsar el crédito dispuesto de forma
aplazada  mediante  el  pago  de  cuotas  periódicas  cuyo  importe  puede
elegir y modificar durante la vigencia del contrato dentro de unos mínimos
establecidos  por  la  entidad.  La  cuantía  de  las  cuotas  puede variar  en
función del uso que se haga del instrumento del crédito y de los abonos
que se realicen por el prestatario.  

  >>Así,  el  límite  de  crédito  establecido  por  el  prestamista
disminuye según se dispone de él, principalmente mediante adquisiciones
de bienes o servicios, disposiciones de efectivo, transferencias del crédito
concedido o liquidaciones de intereses y gastos. A su vez, se repone con
abonos,  en  esencia  mediante  el  pago  de  los  recibos  periódicos  o  la
realización de amortizaciones anticipadas, si bien, en particular en el caso
de los créditos asociados a un instrumento de pago, también se pueden
producir  devoluciones  de  compras  que  reponen  igualmente  el  crédito
disponible.  

  >>Las cuantías  de las cuotas destinadas a la  amortización del
capital que el prestatario abona de forma periódica vuelve a formar parte
de su crédito disponible (de ahí su nombre, revolvente o revolving), por lo
que constituye un crédito que se renueva de manera automática en cada
vencimiento,  de  tal  forma  que  en  realidad  es  un  crédito  rotativo
equiparable a una línea de crédito permanente.  



  >>Sobre el capital dispuesto se aplica el tipo de interés pactado.
En ocasiones, si se producen impagos o la cuantía de la cuota periódica es
muy  baja  y  no  cubre  los  intereses,  estas  cantidades  se  capitalizan
mediante  nuevas  disposiciones  del  crédito  que,  a  su  vez,  generarán
intereses   >>.

2.  Dos son por tanto los elementos esenciales que diferencian al
crédito "revolving" de otros: ( i ) el modo o forma de pago, pues permite el
cobro aplazado mediante el pago de cuotas variables en función del uso
que se haga del instrumento de pago y de los abonos que se realicen en la
cuenta de crédito asociada -en los contratos de crédito ordinarios la deuda
se abona de una sola  vez-,  o  cuotas  fijas  hasta  el  total  abono de los
intereses y amortización de la financiación solicitada;  (  ii  )  su carácter
reconstructivo o revolvente: el importe de las cuotas que el titular de la
tarjeta  abona  de  forma  periódica  vuelven  a  formar  parte  del  crédito
disponible mediante su renovación automática como si de una línea de
crédito permanente se tratara y sobre el capital dispuesto se aplica el tipo
de interés pactado.

3. La Memoria de Reclamaciones de 2017 del DCMR del Banco de
España,  para explicar  que la  amortización puede llegar  a suponer  una
excesiva  carga  financiera  que  puede  poner  en  serias  dificultades  al
prestatario, recuerda que:

" El hecho de que los intereses generados, las comisiones y otros
gastos repercutibles al cliente se sumen y financien junto con el resto de
las operaciones (pagos en comercios, en Internet, o reintegros de cajero)
implica  que,  ante  elevados  tipos  de  interés  de  la  cuota  de  la  tarjeta,
cuando se pagan cuotas mensuales bajas respecto al importe total de la
deuda, la amortización del principal se realizará en un período de tiempo
muy prolongado,  lo  que supone el  pago total  de una cifra  elevada de
intereses a medio y largo plazo, y que se calculan sobre el total de la
deuda pendiente".

4.  La  propia  jurisprudencia  (en  esencia,  las  SSTS,  Pleno,  nº
628/2015,  de  15  de  noviembre,  y  nº  149/2020,  de  4  de  marzo)  nos
recuerda que a los contratos de esta naturaleza le resulta aplicable la
legislación,  cuando  la  contratación  se  produzca  con  consumidores,
contenida en la Ley 16/2011, de 24 de junio, de Contratos de Crédito al
Consumo,  que  se  aplica  a  aquellos  contratos  en  que  el  prestamista
concede o se compromete a conceder a un consumidor un crédito bajo la
forma de pago aplazado, préstamo, apertura de crédito o cualquier medio
equivalente  de  financiación,  sin  estar  garantizado  con  hipoteca
inmobiliaria.  Pero  también,  con  apoyo  en  la  Directiva  93/13/CEE  del
Consejo,  de  5  de  abril,  sobre  cláusulas  abusivas  en  los  contratos  con
consumidores, en el Texto Refundido de la Ley General para la Defensa de
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/2007, y en la Ley 7/1998, de 13 de abril, de
Condiciones Generales de la Contratación (LCGC).

Cuando  la  contratación  se  produzca  con  empresarios  o



profesionales, serán de aplicación las normas y principio en materia de
contratos del Código Civil y la propia Ley 7/1998, de 13 de abril.”.

Sobre dicha base, continúa exponiendo, en cuanto a los requisitos
de la acción, que “como recuerda la jurisprudencia, a través de una línea
que se inicia a partir de la sentencia 834/2009, de 22 de diciembre y se
perfila a partir de la sentencia 241/2013, de 9 de mayo, y se prolonga con
posterioridad,  con  fundamento  en  el  art.  4.2  de  la  Directiva  sobre
cláusulas abusivas y los arts. 60.1, 80.1 y 82.1 TRLCU, ha exigido que las
condiciones generales de los contratos concertados con los consumidores
cumplan con el requisito de la transparencia, como parámetro abstracto
de validez de la cláusula predispuesta,  cuando la condición general  se
refiere a elementos esenciales del contrato.

A las condiciones generales que versan sobre elementos esenciales
del  contrato  se  les  exige  un  plus  de  información  que  permita  al
consumidor adoptar su decisión de contratar con pleno conocimiento de la
carga  económica  y  jurídica  que  le  supondrá  concertar  el  contrato,  sin
necesidad de realizar un análisis minucioso y pormenorizado del contrato.

3. El control de transparencia es un tipo de control reforzado frente
al de incorporación y reservado a la contratación entre consumidores.

El control de incorporación o de inclusión busca comprobar que la
adhesión se ha producido con mínimas garantías de cognoscibilidad por
parte del adherente. A este particular control se refieren los arts. 5 y 7
LCGC.

Como recuerda la STS 564/2020, de 27 de octubre, en el art. 5, para
establecer los requisitos de incorporación, y en el art. 7, para establecer
cuándo las condiciones generales no quedan incorporadas al contrato. En
la práctica se aplica en primer lugar el filtro negativo del art. 7 LCGC, y si
se supera es necesario pasar una segunda criba, ahora positiva, que es la
prevista en los arts. 5.5 y 7 de la misma Ley: la redacción de las cláusulas
generales  deberá  ajustarse  a  los  criterios  de  transparencia,  claridad,
concreción y sencillez, de modo que no quedarán incorporadas al contrato
las que sean ilegibles, ambiguas, oscuras e incomprensibles (sentencias
314/2018, de 28 de mayo, y 57/2019, de 25 de enero). Para cumplir con el
art. 7 resulta necesario que la parte predisponente acredite la puesta a
disposición  y  la  oportunidad  real  de  conocer  el  contenido  de  dichas
cláusulas  para  superar  este  control,  independientemente  de  que  el
adherente  o  el  consumidor  realmente  las  haya  conocido  y  entendido
(cuestión propia del control de transparencia). El segundo de los filtros del
control de incorporación, previsto en los arts. 5 y 7 LCGC, hace referencia
a la comprensibilidad gramatical y semántica de la cláusula.

En suma, para superar el control de incorporación, debe tratarse de
una cláusula con una redacción clara, concreta y sencilla, que permita una
comprensión  gramatical  normal  y  que  el  adherente  haya  tenido
oportunidad real de conocer al tiempo de la celebración del contrato.

No obstante, si bien el control de incorporación (art. 5 y 7 de la Ley
7/1998, de 13 de abril, sobre Condiciones Generales de la Contratación) es



aplicable a cualquier contrato en que se utilicen condiciones generales de
la contratación, no ocurre lo mismo que con los controles de transparencia
y  abusividad,  reservados  a  los  contratos  celebrados  con  consumidores
(SSTS 367/2016, de 3 de junio; 30/2017, de 18 de enero; 41/2017, de 20
de  enero;  57/2017,  de  30  de  enero;  587/2017,  de  2  de  noviembre;
639/2017, de 23 de noviembre; 8/2018, de 10 de enero; 314/2018, de 28
de mayo, y otras posteriores.

4. El control de transparencia permite comprobar si el adherente ha
podido tener un conocimiento real de las cláusulas, de la información que
permita, sin sorpresa, conocer su carga jurídica y económica.

Como control reforzado respecto del control de incorporación, como
un plus sobre el mismo, recuerda la antes señalada STS 564/2020, de 27
de octubre, con cita de la jurisprudencia del TJUE (sentencias de 21 de
marzo de 2013, C- 92/11, RWE Vertrieb; 30 de abril  de 2014, C-26/13,
Kásler y Káslerne Rábai; 26 de febrero de 2015, C-143/13, Matei; y 23 de
abril  de  2015,  C-96/14,  Van  Hove),  que  no  solo  es  necesario  que  las
cláusulas estén redactadas de forma clara y comprensible, sino también
que el adherente pueda tener un conocimiento real de las mismas, de
forma  que  un  consumidor  informado  pueda  prever,  sobre  la  base  de
criterios precisos y comprensibles, sus consecuencias económicas.

El  control  de  transparencia  excluye  que,  en  contratos  en  que  el
adherente sea un consumidor, pueda agravarse la carga económica que el
contrato supone para el consumidor, tal y como este la había percibido,
mediante  la  inclusión  de  una  condición  general  cuya  trascendencia
jurídica o económica le pasó inadvertida, porque se le dio un inapropiado
tratamiento secundario y no se le facilitó la información clara y adecuada
sobre las consecuencias jurídicas y económicas de dicha cláusula.

Es  decir,  como nos  recuerda  la  reciente  STS  585/2020,  de  6  de
noviembre, la falta de transparencia que impide apreciar carácter abusivo
de las cláusulas no negociadas que definen el objeto principal del contrato
y la adecuación entre precio y retribución, por una parte, y los servicios o
bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, está
vinculada con la información que permite al consumidor prever, sobre la
base de criterios precisos y comprensibles, la carga jurídica y económica
del contrato.

Pero esto no supone que el predisponente tenga una obligación de
asesoramiento sobre las distintas posibilidades de financiación por parte
de esa entidad o de otras de la competencia.

5.  Con  el  requisito  de  transparencia  material  se  persigue  la
consecuencia de un resultado: un consumidor suficientemente informado.

Afirmaba el TS en su sentencia 585/2020, de 6 de noviembre, con
cita de la nº 509/2020, de 6 de octubre, que el adecuado conocimiento de
la cláusula, de su trascendencia y de su incidencia en la ejecución del
contrato, a fin de que el consumidor pueda adoptar su decisión económica
después  de  haber  sido  informado  cumplidamente,  es  un  resultado
insustituible,  aunque  susceptible  de  ser  alcanzado  por  pluralidad  de
medios.



Lo relevante es que un consumidor medio, razonablemente atento y
perspicaz, pueda tener un conocimiento adecuado de la cláusula concreta,
cualquiera que fuera el medio por el que adquirió tal conocimiento.

6. La apreciación de la falta de transparencia no implica de forma
automática y necesaria la nulidad de la cláusula por su carácter abusivo,
sino que permite el control de su abusividad de acuerdo a los parámetros
del art. 83 TRLCU -reformado además por la Ley 5/2019, de 5 de marzo-,
esto es, si la cláusula causa, en contra de las exigencias de la buena fe y
en perjuicio del consumidor, un desequilibrio importante de los derechos y
obligaciones de las partes que deriven del contrato.

La falta de transparencia material sería condición necesaria, pero no
suficiente, para la apreciación de la abusividad (SSTS 171/2017, de 9 de
marzo;  538/2019,  de  11  de  octubre;  121/2020,  de  24  de  febrero;
408/2020, de 7 de julio, 585/2020, de 6 de noviembre y las dictadas con
los números 595, 596, 597 y 598/2020, de 12 de noviembre).

Por  eso  explica  la  STS  585/2020,  de  6  de  noviembre,  que
únicamente  se  ha  asimilado  falta  de  transparencia  a  la  abusividad en
determinadas cláusulas, como es el caso de las denominadas cláusulas
suelo, por entrañar un elemento engañoso, o de las cláusulas multidivisa o
multimoneda, por ocultarse graves riesgos para el consumidor.

En tal sentido, el TJUE ha declarado que, una vez apreciada la falta
de transparencia, es cuando debe hacerse el juicio de abusividad de la
cláusula  que  regula  un  elemento  esencial  del  contrato  (por  todas,  las
SSTJUE de 30 de abril de 2014, C-26/13, Kásler; de 14 de marzo de 2019,
C-  118/17,  Dunai;  y  de  5  de  junio  de  2019,  C-38/17,  GT).  La  falta  de
transparencia, en suma, no exime de realizar el juicio de abusividad, sino
que permite proyectarlo a los elementos esenciales del contrato (STJUE de
26 de enero de 2017, asunto C-421/14, caso Banco Primus).”.

Pues bien, concretando tal requisito de transparencia, aun cuando
pudiere  verificarse  el  requisito  de  inclusión  o  incorporación,  por
mencionarse en su clausulado el tipo de interés aplicable a razón del TAE,
con la  modalidad revolving,  como pudiere  ser  el  caso,  continúa la  tan
repetida  Sentencia  señalando  que  “para  superar  el  control  de
transparencia que se denuncia infringido, resulta relevante la información
ofrecida  que  permita  evaluar  el  coste  económico  del  contrato  para  el
consumidor. En particular, como recuerda la STJUE de 9 de julio de 2020
(con  cita  de  la  de  5  de  junio  de  2019,  GT,  C-38/17,  EU:C:2019:461,
apartado 33), debe situarse al correspondiente consumidor en condiciones
de comprender las consecuencias económicas que se derivan para él.

De la misma manera, la STJUE de 16 de julio de 2020 (C-224/2019)
exige  que  <<67.   el  contrato  exponga  de  manera  transparente  el
funcionamiento concreto del mecanismo al que se refiere la cláusula de
que se trate, así como, en su caso, la relación entre ese mecanismo y el
prescrito  por  otras  cláusulas,  de  manera  que  el  consumidor  esté  en
condiciones de valorar, basándose en criterios precisos e inteligibles, las
consecuencias económicas que se deriven para él>>.  

  >>68. El carácter claro y comprensible de la cláusula objeto del
litigio principal debe ser examinado por el órgano jurisdiccional remitente



a la vista de todos los aspectos de hecho pertinentes, entre los que se
cuenta la publicidad y la información ofrecidas por el prestamista en el
contexto de la negociación de un contrato de préstamo, y teniendo en
cuenta el nivel de atención que puede esperarse de un consumidor medio
normalmente informado y razonablemente atento y perspicaz (véanse, en
este sentido,  las sentencias de 30 de abril  de 2014,  Kásler  y Káslerné
Rábai, C-26/13, EU:C:2014:282, apartado 74; de 26 de febrero de 2015,
Matei,  C-143/13,  EU:C:2015:127,  apartado 75;  de 20 de septiembre de
2017, Andriciuc y otros, C- 186/16, EU:C:2017:703, apartados 46 y 47, y
de  3  de  marzo  de  2020,  Gómez  del  Moral  Guasch,  C-125/18,
EU:C:2020:138, apartado 46).  

  >>69. De ello se sigue que el artículo 4, apartado 2, de la Directiva
93/13 y el artículo 5 de esta se oponen a una jurisprudencia según la cual
una cláusula contractual se considera en sí misma transparente, sin que
sea necesario llevar a cabo un examen como el descrito en el anterior
apartado. >>.

La STS, Pleno, 608/2017, de 15 de noviembre, con cita de la STJUE,
caso Andriciuc, recuerda que la exigencia de que una cláusula contractual
debe redactarse de manera clara y comprensible supone que, en el caso
de los contratos de crédito, las instituciones financieras deben facilitar a
los prestatarios la  información suficiente para que éstos puedan tomar
decisiones fundadas y prudentes.

La  importancia  de  la  información,  en  la  contratación  con  los
consumidores, para cumplir con la exigencia de la transparencia de las
condiciones  generales  se  traslada  a  la  fase  precontractual  cuando  se
adopta la decisión de contratar (entre otras, STJUE 21 de marzo de 2013,
asunto C-92/11, y de 30 de abril de 2014, asunto C-26/13).

Por ello nos recuerda la reciente STS 564/2020, de 27 de octubre,
que  dentro  del  conjunto  de  circunstancias  que  son  relevantes  para
verificar  que  el  consumidor  ha  podido  evaluar,  antes  de  vincularse
contractualmente,  el  coste total  de su préstamo,  como ha señalado el
TJUE en su sentencia de 3 de marzo de 2020, C-125/18, Gómez del Moral,
desempeñan  un  papel  decisivo,  además  de  una  redacción  clara  y
comprensible que permitan a un consumidor medio evaluar tal coste, la
falta de mención en el contrato de préstamo de la información que se
considere  esencial  a  la  vista  de  la  naturaleza  de  los  bienes  o  de  los
servicios que son objeto de dicho contrato (sentencia de 20 de septiembre
de  2017,  Andriciuc,  C-186/16,  EU:C:2017:703,  apartado  47  y
jurisprudencia citada)".

2. EL art. 10 de la Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de
crédito  al  consumo,  en  la  redacción  vigente  en  la  fecha  del  contrato,
indica  en  su  apartado  1  y  como presupuesto  inicial  de  la  información
previa al contrato que <<1. El prestamista y, en su caso, el intermediario
de crédito deberán facilitar de forma gratuita al consumidor, con la debida
antelación y antes de que el consumidor asuma cualquier obligación en



virtud de un contrato u oferta de crédito sobre la base de las condiciones
del crédito ofrecidas por el prestamista y, en su caso, de las preferencias
manifestadas  y  de  la  información  facilitada  por  el  consumidor,  la
información que sea precisa para comparar las diversas ofertas y adoptar
una decisión informada sobre la suscripción de un contrato de crédito.  

2. Esta información, en papel o en cualquier otro soporte duradero,
se facilitará mediante la Información normalizada europea sobre el crédito
al consumo que figura en el anexo II.>>.  

El apartado 3 del mismo artículo indica la información concreta que
se debe especificar.

El apartado 9 indica, en fin, literalmente que <<9. En el caso de los
contratos de crédito en que los pagos efectuados por el consumidor no
producen una amortización correspondiente del importe total del crédito,
sino  que  sirven  para  reconstituir  el  capital  en  las  condiciones  y  los
períodos establecidos en el contrato de crédito o en un contrato accesorio,
la  información  precontractual  deberá  incluir,  además,  una  declaración
clara  y  concisa  de  que  tales  contratos  no  prevén  una  garantía  de
reembolso  del  importe  total  del  crédito  del  que  se  haya  dispuesto  en
virtud del contrato, salvo que se conceda dicha garantía.>>.

3. Las sucesivas memorias del servicio de reclamaciones del Banco
de España, por lo menos desde el año 2009, reconocen el incremento de
quejas de los  usuarios y  la  realidad que supone la compleja forma de
liquidación y el peligro de las ampliaciones automáticas cuando los pagos
mensuales  no  son  suficientes  para  amortizarla  -logrando  el  efecto
denominado "bola de nieve"-. En la memoria del año 2013 se incluye ya
una explicación más precisa del fenómeno, lo que se repite y amplía en
los años posteriores.

A partir del año 2015, reiterando lo ya afirmado, recomienda como
buena práctica  financiera  que en los  casos en que la amortización del
principal se vaya a realizar en un plazo muy largo (o la forma de pago
fuera el mínimo), se facilite de forma periódica información a su cliente
sobre los siguientes extremos:

<<i) El plazo de amortización previsto, teniendo en cuenta la deuda
generada y pendiente por el uso de la tarjeta y la cuota elegida por el
cliente (cuándo terminaría el cliente de pagarla deuda si no se realizasen
más disposiciones ni se modificase la cuota).  

  ii)  Ejemplos  de  escenarios  sobre  el  posible  ahorro  que
representaría aumentar el importe de la cuota sobre el mínimo elegido.  

 iii) El importe de la cuota mensual que permitiría liquidar toda la
deuda en el plazo de un año.>>.

Aunque la normativa de transparencia (esencialmente, además de
Ley 16/2011, de 24 de junio, de contratos de crédito al consumo, la Orden
2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de
los servicios bancarios) vigente en el momento del contrato no obligaba a
prestar información sobre los datos anteriores, ni tampoco resulta posible



emitir un cuadro de amortización previo por la variabilidad de las cuotas
mensuales  -por  lo  menos  mediante  el  pago  de  cuota  variable-  por
depender del capital pendiente y las disposiciones realizadas, afirma el
Banco de España (por lo menos en la memoria del año 2018) que ( i  )
cuando el cliente solicite aclaración sobre las cantidades abonadas y el
saldo deudor pendiente con este instrumento de pago, deben extremar la
diligencia para tratar de facilitarle un detalle lo más completo posible de la
deuda  exigible,  donde  se  puedan  verificar  la  bondad  del  importe
reclamado y su composición, desglosando la cantidad pendiente de pago
en concepto de principal, intereses acumulados y comisiones devengadas
por distintos conceptos; y que ( ii ) cuando pida conocer cuándo terminará
de pagar su deuda, deben facilitar algún medio -y, en todo caso, a través
de la atención telefónica personalizada- por el que cada cliente,  en un
momento determinado, pueda conocer el tiempo estimado que le queda
para amortizar una operación, si bien con la clara advertencia de que la
estimación que se realizara en ese momento sería para el saldo concreto
en una fecha de referencia y con una cuota determinada en esa fecha; de
este modo considera posible, y exigible conforme a las buenas prácticas
bancarias,  la  confección  de  un  cuadro  de  amortización  -en  el  que  se
debería advertir al interesado de que sería válido solo si se mantiene el
pago  mensual  por  la  cuantía  pactada  y  no  se  llevan  a  cabo  nuevas
disposiciones del crédito- que permita al interesado conocer el número de
pagos necesarios para cancelar el crédito.

4.  Las  indicaciones  anteriores  de  buenas  prácticas  bancarias
destinadas al permitir una cuidadosa información al cliente se enmarcan
ciertamente en el periodo de ejecución contractual. Sin embargo, sirven
como parámetro de interpretación para encontrar también una adecuada
información exigible en fase precontractual, pues la modalidad de crédito
revolvente supera por su naturaleza manifiestamente en complejidad a los
contratos de préstamo o de apertura de crédito ordinarios y agrava la
posición del consumidor para que pueda apercibirse, antes de contratar y
más  allá  de  la  fijación  concreta  del  tipo  de  interés  aplicable,  de  la
verdadera carga jurídica y económica que el contrato implica por la propia
forma en que se desarrolla o desenvuelve.

En línea con esta filosofía el Ministerio de Asuntos Económicos y de
Transformación Digital, mediante su Orden ETD/699/2020, de 24 de julio,
de regulación del crédito revolvente, modifica la Orden EHA/2899/2011,
de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de servicios
bancarios. En su preámbulo, tras recordar el funcionamiento de esta clase
de  créditos  y  el  fenómeno  procesal  que  ha  producido,  explica  en  su
apartado II que su intención es detallar <<(..) obligaciones en materia de
transparencia  que  aseguran  que,  tanto  antes  de  prestar  su
consentimiento, como durante toda la vigencia del contrato, los clientes
comprenden correctamente las consecuencias jurídicas y económicas de
estos productos, y evitando, en último término, que el desconocimiento
sobre su funcionamiento y consecuencias económicas puedan conducirles
a niveles de endeudamiento excesivo en algunos casos>>.



Y en su apartado III que <<Los objetivos a los que se orienta esta
orden  son  varios.  De  un  lado,  contribuye  a  reducir  el  riesgo  de
prolongación excesiva del crédito y aumento de la carga final de la deuda
más allá de las expectativas razonables del prestatario que contrata este
producto.  De  otro,  trata  de  reforzar  la  información  que  el  prestatario
recibe  de  la  entidad,  en  el  momento  previo  a  la  contratación,  en  el
momento de realizarse esta y durante la vigencia del contrato. >>.

En  particular,  crea  un  nuevo  capítulo  III  bis  en  la  Orden
EHA/2899/2011,  denominada  <<Normas  relativas  a  los  créditos  al
consumo  de  duración  indefinida>>,  que  en  su  art.  33  ter,  sobre
información  precontractual  -y  con  independencia  de  la  información
periódica-,  indica  literalmente  que  <<1.  Cuando  el  contrato  prevea  la
posibilidad  de  obtener  el  crédito  señalado  en  el  artículo  33  bis,
adicionalmente  a  la  obligación  de  suministrar  al  cliente  la  información
normalizada europea con el contenido, formato y en los términos previstos
en  la  Ley  16/2011,  de  24  de  junio,  la  entidad  facilitará  al  cliente,  en
documento  separado,  que  podrá  adjuntarse  a  dicha  información
normalizada: a) una mención clara a la modalidad de pago establecida,
señalando expresamente el término «revolving». b) si el contrato prevé la
capitalización de cantidades vencidas, exigibles y no satisfechas. c) si el
cliente o la entidad tienen la facultad de modificar la modalidad de pago
establecida,  así  como las  condiciones  para  su  ejercicio.  d)  un ejemplo
representativo  de  crédito  con  dos  o  más  alternativas  de  financiación
determinadas en función de la cuota mínima que pueda establecerse para
el reembolso del crédito con arreglo al contrato.  

La  información  señalada  en  este  apartado  será  proporcionará  al
cliente con la debida antelación a la suscripción del contrato.  

2. Con antelación a la firma del contrato, la entidad proporcionará al
cliente la asistencia señalada en el artículo 11 de la Ley 16/2011, de 24 de
junio.>>.”

Sentando lo anterior, en relación con el concreto contrato aportado
al  procedimiento,  se  alega  que  se  explicó  verbalmente  a  la  actora  el
funcionamiento  del  contrato,  pero  examinada  dicha  documentación,  se
aprecian serios defectos de relevancia en orden a poder verificar si ello
permitiría  apreciar  al  consumidor,  en  los  términos  analizados,  la  carga
jurídica  y  económica  que  implicaba  el  crédito.  En  primer  término,  no
consta que le fuera entregada copia del contrato a la demandante, ni que
la  misma  suscribiera  las  condiciones  generales.  Y,  en  segundo  lugar,
tampoco consta que se advierta con la claridad y concisión del carácter
revolvente, y sus consecuencias en relación con la determinación de la
cuota  mensual,  lo  que  afecta  particularmente  al  riesgo  que  implica  la
contratación de dicho tipo de crédito y que el propio Tribunal Supremo
describe  en  suSTS  149/2020,  de  4  de  marzo  (fundamento  de  derecho
quinto, apartado 8.- ) al señalar que además de considerar el público al
que estas operaciones de crédito van a destinadas, ha de repararse en sus
peculiaridades  <<en  que  el  límite  del  crédito  se  va  recomponiendo
constantemente, las cuantías de las cuotas no suelen ser muy elevadas en
comparación con la deuda pendiente y alargan muy considerablemente el



tiempo durante el que el prestatario sigue pagando las cuotas con una
elevada proporción correspondiente a intereses y poca amortización del
capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario en un deudor
«cautivo», y los intereses y comisiones devengados se capitalizan para
devengar el interés remuneratorio>>. 

En definitiva, con todas las circunstancias expuestas -no constando
que la información previa se haya ofrecido, ni en su caso, fuera ofrecida
con  suficiente  antelación,  ni  apreciando  que  el  contenido  del  contrato
exponga  de  manera  transparente  el  funcionamiento  concreto  del
mecanismo revolvente al que se refiere la cláusula relativa a la liquidación
y amortización de la deuda cuando la cuota de amortización no es elevada
pero  sí  el  tipo  de  interés  ordinario-,  no  se  considera  probado  que  la
contratación controvertida supere el control de transparencia. 

A todo ello debe añadirse, finalmente, como asimismo concluía la
Sentencia analizada, que, como “circunstancia añadida, un riesgo alto de
sobreendeudamiento  sin  que  conste  una  adecuada  valoración  de  la
solvencia  del  deudor,  entra  en  franca  contradicción  con  el  deber  del
prestamista impuesto, entre otras normas, por el art. 14 LCCC, el art. 29
de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, el art. 18.2 de
la orden EHA/2889/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección
del cliente de servicios bancarios y la Circular 5/2012, de 27 de junio, del
Banco de España, a entidades de crédito y proveedores de servicios de
pago sobre transparencia de los servicios bancarios y responsabilidad en
la concesión de crédito”.

Establecido  el  anterior  orden  de  cosas,  y  en  cuanto  a  las
consecuencias  que  se  derivan  del  anterior  pronunciamiento,  también
resulta especialmente ilustrativa la Sentencia que viene reiteradamente
siendo  analizada,  en  el  sentido  que  expone  de  que  “La  falta  de
transparencia, como ya hemos indicado, abre el pórtico a la abusividad,
que no es siempre su consecuencia necesaria.

 La Ley 5/2019, de 15 de marzo,  reguladora de los contratos de
crédito inmobiliario, con vigencia desde el 16 de junio de 2019, da una
nueva redacción al párrafo segundo del art. 83 TRLCU, con el siguiente
tenor <<Las condiciones incorporadas de modo no transparente en los
contratos  en  perjuicio  de  los  consumidores  serán  nulas  de  pleno
derecho.>>

 La jurisprudencia más cercana -por todas, las SSTS 585/2020, de 6
de noviembre, y las nº 595, 596, 597 y 598/2020, de 12 de noviembre-
aun  considerando  el  contenido  del  actual  art.  83  TRLCU,  precisa  que
cuando se concertó el préstamo no estaba en vigor y que incluso en la
nueva redacción la locución <<en perjuicio de los consumidores>> sigue
imponiendo  el  desequilibrio  como  condición  para  la  apreciación  del
carácter abusivo de las cláusulas no transparentes.

 No  obstante,  la  falta  de  transparencia  conlleva  en  el  caso  la
declaración  del  carácter  abusivo  de  las  condiciones  del  contrato  que
determinan el interés ordinario y la que establece el modo de pago, la
amortización  y  la  liquidación  periódica  (en  particular,  la  cláusula



incorporada bajo el título A.2) SISTEMA DE CRÉDITO REVOLVING), pues se
incorpora en una generalidad de contratos en contra de las exigencias de
la buena fe y causa, por el grave riesgo para el consumidor que implica y
se  oculta  a  través  de  una  información  claramente  deficiente,  un
desequilibrio importante -que en muchas ocasiones es más jurídico que
económico- en sus derechos y obligaciones.

 En este sentido, no podemos afirmar que el consumidor tuviera una
formación general o financiera particular que le hiciera conocedor de este
mercado;  que la iniciativa del  crédito "revolving" asociada al  préstamo
partiera de él, ni que la repercusión en su patrimonio fuera insignificante;
que  la  información  ofrecida,  como  ya  se  ha  dicho,  sobre  los  riesgos
inherentes  al  producto fuera previa y  suficiente para poder evaluar su
coste por razón de la naturaleza del servicio de que es objeto del contrato;
ni,  en  fin,  que  el  profesional  podía  estimar  de  forma  razonable  que,
tratando de manera legal y equitativa al consumidor, éste aceptaría una
cláusula de este tipo en el marco de una negociación individual.

 8. Es consciente la Sala que la declaración del carácter abusivo de
las condiciones citadas implica la nulidad de los elementos esenciales del
contrato de crédito "revolving".

 El contrato debería de subsistir, en principio, sin otra modificación
que la resultante de la supresión de las cláusulas abusivas, en la medida
en que, en virtud de las normas de derecho interno, tal persistencia del
contrato sería jurídicamente posible (STJUE 5 de junio de 2019, C-38/17, y
de 25 de noviembre de 2020, C-269/19).

 Pero no es este efecto que puede disponerse aquí, por lo que es
necesario declarar la nulidad del contrato de crédito pactado, en tanto que
( i ) ni es posible la sustitución de las condiciones no transparentes y nulas
por  una disposición  supletoria  de  derecho nacional  como método para
lograr la permanencia de su vigencia y validez; ( ii ) ni el contrato puede
subsistir  sin  dichas  cláusulas  al  tratarse  de  condiciones  de  carácter
estructural  que  pretenden  determinar  la  particular  naturaleza  -la
modalidad revolvente- y características concretas del  negocio -pago de
una  cuota  fija  de  escaso  importe  para  amortizar  un  crédito  que  se
restituye y que inevitablemente se va alargando, con mínima amortización
del capital, al capitalizarse los intereses y las comisiones- en un sector de
la contratación crediticia en el  que el  cobro de un interés -en el  caso,
particularmente alto- junto con unas comisiones es la causa evidente del
contrato para el acreedor.

 En consecuencia, el contrato no puede subsistir sin tales cláusulas
porque su supresión provocaría como consecuencia la modificación de la
naturaleza del objeto principal del contrato (STJUE de 3 de junio de 2019).

 La cuestión, por tanto, se traslada, a otra consideración: si el efecto
de  hacer  inmediatamente  exigible  el  pago  del  importe  del  crédito
pendiente de devolución puede suponer al consumidor una penalización
desproporcionada.

 Nos recuerda la jurisprudencia del TJUE que, si el juez nacional no
pudiera sustituir una cláusula abusiva por una disposición supletoria de
Derecho nacional y se viera obligado a anular el contrato en su totalidad,
el  consumidor  podría  quedar  expuesto  a  consecuencias  especialmente
perjudiciales, de modo que el carácter disuasorio derivado de la anulación



del contrato podría frustrarse. En el caso de un contrato de préstamo, tal
anulación tendría en principio el efecto de hacer inmediatamente exigible
el pago del importe del préstamo pendiente de devolución, en una cuantía
que puede exceder de la capacidad económica del consumidor, y, por esa
razón,  penalizaría  a  este  más  que  al  prestamista,  a  quien,  como
consecuencia, no se disuadiría de insertar cláusulas de ese tipo en los
contratos  que  ofrezca  (   sentencias  de  30  de  abril  de  2014,  Kásler  y
Káslerné Rábai,  C-26/13, EU:C:2014:282, apartados 83 y 84; y de 3 de
marzo  de  2020,  Gómez  del  Moral  Guasch,  C-  125/18,  EU:C:2020:138,
apartado 63).

 Sin  embargo,  no  entendemos  tampoco  que  tales  consecuencias
puedan aquí predicarse, pues además de que los efectos de la nulidad no
va a ser esencialmente distintos a los que provoca la declaración de usura
-que, cuando de consumidores se trata, nunca ha sido cuestionada como
perjudicial-, la consecuencia de hacer únicamente exigible el capital del
que realmente se ha dispuesto sin aplicación de interés ordinario o de
comisiones de clase alguna no permite considerar que le pudiera suponer
una  penalización  excesiva,  so  pena,  en  otro  caso,  de  no  disuadir  al
predisponente de incorporar esta clase de cláusulas sin sujetarlas a las
exigencias de inclusión y transparencia adecuadas.
9. El fallo de la sentencia de primera instancia, en cuanto que declara la
nulidad del contrato y extrae sus consecuencias en coincidencia con los
efectos  de  la  declaración  del  carácter  abusivo  de  las  condiciones
señaladas, debe mantenerse aun retirando la mención a que la causa de
la nulidad declarada es la usura. Los efectos van a coincidir aun por otros
fundamentos.”.

Por todo ello, y conforme a lo solicitado por la parte,  debe darse
lugar a la declaración de nulidad comentada al amparo del art. 1303 C.C.
No obstante alegada prescripción, la sentencia de la Audiencia Provincial
de Segovia de fecha 25 de mayo de 1998, en sus fundamentos jurídicos
declara:  “...  1.-La  doctrina  del  T.S.,  abandonando  la  rigidez  de  la
interpretación  estrictamente  dogmática  de  la  prescripción  que  venía
siguiéndose hasta aproximadamente el último decenio, e inspirándose en
unos criterios hermenéuticos de carácter lógico-sociológico, siempre más
dúctiles y acomodables a las exigencias de la vida real, criterios que el art.
3.1 del Código Civil, más que pregonar, impone, ha señalado como idea
básica para la exégesis de los arts. 1969 y 1973 del Código Civil, el que
siendo la prescripción una institución no fundada en principios de estricta
Justicia  sino  en  los  de  abandono  o  dejadez  en  el  ejercicio  del  propio
derecho y en el de la seguridad jurídica, su aplicación por los Tribunales no
debe ser rigurosa sino cautelosa y restrictiva (SST.S. 8 de octubre de 1981,
31 de enero de 1983, 2 de febrero y 16 de julio de 1984, 9 de mayo y 19
de septiembre de 1986 y 3 de febrero de 1987). 2.-Que esta construcción
finalista de la prescripción, verdadera “alma maten” o “pieza angular” de
la  misma,  tiene  su  razón  de  ser,  tanto  en  la  idea  de  sanción  a  las
conductas de abandono en el ejercicio del propio derecho o de las propias
facultades,  como en consideraciones de necesidad y utilidad social.  3.-
Consecuencia de todo ello, es que en cuanto aparezca fehacientemente
evidenciado el “animus conservandi”; por parte del titular de la acción,



incompatible con toda idea de abandono de ésta, ha de entenderse queda
correlativamente interrumpido el “tempus praescriptionis” (Ss.T.S. 17 de
diciembre de 1979, 16 de marzo de 1981, 8 de octubre de 1982, 9 de
marzo de 1983, 4 de octubre de 1985, 18 de septiembre de 1987, 14 de
marzo de 1989, entre otras). No obstante, en el caso de autos, la acción
ejercitada conlleva la aplicación y los efectos previstos en el artículo 3 de
la Ley de Represión de la Usura, el cual indica “Declarada con arreglo a
esta  ley  la  nulidad  de  un  contrato,  el  prestatario  estará  obligado  a
entregar tan solo la suma recibida; y si hubiera satisfecho parte de aquélla
y los intereses vencidos, el prestamista devolverá al prestatario lo que,
tomando en cuenta el total de lo percibido, exceda del capital prestado”.
La  nulidad  por  usura  es  radical,  absoluta  y  originaria,  sin  que  admite
convalidación  confirmatoria porque  es  fatalmente  insubsanable,  ni  es
susceptible de prescripción extintiva. 

En consecuencia, deberán las partes restituirse recíprocamente las
prestaciones que fueron objeto de contrato, con sus frutos, y el precio con
sus intereses. De esta forma se produce la "restitutio in integrum", con
retroacción "ex tunc" de la situación, al procurar que las partes afectadas
vuelvan  a  tener  la  situación  personal  y  patrimonial  anterior  al  evento
invalidador. Es por ello obligación, por un lado, de la parte demandada la
devolución  de  las  sumas  percibidas  en  concepto  de  intereses
remuneratorios,  y  todo  ello  con  más  los  intereses  legales  desde  las
respectivas liquidaciones practicadas, y a partir de la presente resolución
los del art.  576 LEC; y, por parte del prestatario ahora demandante, la
obligación de entregar la suma principal recibida en función del uso y las
compras efectuadas para su disfrute con la tarjeta; todo ello a liquidar en
ejecución de sentencia. 

TERCERO.-  Conforme a lo dispuesto en el art.  394 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, dada la estimación de la demanda, procede imponer
las costas procesales a la parte demandada.

Vistos  los  preceptos  legales  y  demás  de  general  y  pertinente
aplicación.

FALLO

QUE  ESTIMANDO  la  demanda  formulada  por  DÑA.  
, representada por el procurador sr. 

, contra la entidad SERVICIOS FINANCIEROS CARREFOUR E.F.C.
S.A.,  representada por el procurador sr. ,debo DECLARAR
Y DECLARO la nulidad del contrato formalizado en 1994, por abusividad
por  falta  de  transparencia,y,  en  consecuencia,  debo  CONDENAR  Y
CONDENOa  la  referida  demandada  a  la  devolución  de  las  sumas
percibidas en concepto de intereses remuneratorios y comisiones más los
intereses legales desde las respectivas liquidaciones practicadas, y a partir



de la presente resolución los del art. 576 LEC; debiendo, a su vez, devolver
la  demandante  la  suma  del  principal  recibido  en  función  del  uso,  las
disposiciones y las compras efectuadas para su disfrute con la tarjeta o
cuenta de crédito referida; todo ello a determinar, en su caso, en ejecución
de sentencia con la oportuna liquidación en atención a los extractos de
movimientos bancarios.Y todo ello con imposición de las costas procesales
a la parte demandada.

Por esta mi Sentencia, lo pronuncio, mando y firmo, Dña. 
, Magistrada-Juez del Juzgado de Primera In




